


Regularmente, al ocurrir un hecho delictivo, la aten-
ción se centraba exclusivamente en el sujeto activo, 
pasando la víctima o el ofendido a la invisibilidad; 
la seguridad jurídica, los derechos procesales, las 
garantías, la defensa jurídica, la atención mediáti-
ca, la indagatoria, el proceso penal, la sentencia y la 
ejecución de la pena, sólo por mencionar algunos 
aspectos, giraba en torno al personaje que actuan-
do u omitiendo hacerlo, había transgredido con su 
conducta alguna norma considerada como delito.

En la actualidad, la calidad de víctima se adquiere 
con la acreditación del daño o menoscabo de los 
derechos en los términos establecidos en la Ley, 
con independencia de que se identifique, aprehen-
da, o condene al responsable del daño o de que la 
víctima participe en algún procedimiento judicial 
o administrativo.

En terminos de la Ley General de Víctimas, tienen tal 
caracter los grupos, comunidades u organizaciones 
sociales que hubieran sido afectadas en sus dere-
chos, intereses o bienes jurídicos colectivos como 
resultado de la comisión de un delito o la violación 
de derechos.

Asi mismo, la ley de la materia establece que se re-
conocerán como víctimas directas quienes hayan 
sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, 
mental, emocional, o en general cualquier puesta 
en peligro o lesión a sus bienes jurídicos o derechos 
como consecuencia de la comisión de un delito o 
violaciones a sus derechos humanos reconocidos 
en la CPEUM y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte. Son víctimas in-
directas los familiares o aquellas personas físicas a 
cargo de la víctima directa que tengan una relación 
inmediata con ella; y se consideran víctimas poten-
ciales las personas físicas cuya integridad física o de-
rechos peligren por prestar asistencia a la víctima ya 
sea por impedir o detener la violación de derechos 
o la comisión de un delito.

En el ámbito local, el Congreso del Estado, ha teni-
do a bien expedir la Ley de Protección a las Víctimas 
para el estado de Puebla, encontrándose en proceso 
de reforma el Reglamento de dicho ordenamiento.



66



PROGRAMA ESTATAL DE 
DERECHOS HUMANOS DE PUEBLA


